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I. RESUMEN

1. El 14 de agosto de 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”), recibió una petición presentada por Diego Lavado y Carlos Varela Álvarez (en adelante “los peticionarios”), en la cual se alega la violación por parte de la República Argentina (en adelante, “el Estado” o “el Estado argentino”) de los artículos 8(1) y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en conexión con el artículo 1(1) del mencionado instrumento, en perjuicio del Señor Mario Humberto Gómez Yardez (en adelante “la presunta víctima”). 
2. Los peticionarios señalaron que la presunta víctima sufrió detención arbitraria  y tortura, infringida por funcionarios policiales en el curso de una investigación por robo agravado, violación agravada y tentativa de homicidio en el año 1990. Asimismo, afirmaron que el Estado argentino era responsable por las diversas violaciones a las garantías judiciales y al debido proceso que sufriera la presunta víctima, ocurridas en 1990, durante el proceso que se le siguiera ante el Poder Judicial de Mendoza. Asimismo, los peticionarios agregaron que las autoridades competentes habrían dejado pasar el tiempo desde la comisión de los hechos sin que se hubiere proferido sentencia alguna, lo que generó la prescripción de la acción penal en beneficio de los funcionarios policiales acusados. 
3. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 41(5) del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y se transcribe el acuerdo de solución amistosa, suscrito el 5 de diciembre de 2006, por una parte por la República Argentina, representada por el  Asesor de Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Cardozo y la Directora Nacional de Asuntos Internacionales de la Secretaria de Derechos Humanos de la Nación, Dra. Andrea Gualde; el Gobierno de la Provincia de Mendoza, representado por el Subsecretario de Justicia, Dr. Gustavo Castiñeria de Dios; y por la otra parte el peticionario, Dr. Carlos Varela Álvarez; siendo aprobado mediante Decreto del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Mendoza N° 1.107/2007 el 24 de mayo de 2007 y ratificado mediante Ley N° 7.710 el 30 de mayo de 2007. Asimismo, se aprueba el acuerdo suscrito entre las partes y se acuerda la publicación del presente informe.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 10 de octubre de 2000, la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad Nº 91/00, por medio del cual declaró admisible la petición respecto de las presuntas violaciones de los artículos 8(1) y 25, en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana. La Comisión, indicó además que consideraría en la etapa de fondo la posible aplicación de los artículo 5 y 7. Dicho informe fue transmitido a las partes en comunicación de 24 de octubre del 2000, por medio de la cual, conforme al artículo 48(1)(f) de la Convención Americana y 38(2) de su Reglamento, la CIDH se puso a disposición de las partes para llegar a un acuerdo de solución amistosa. Mediante comunicación del 27 de noviembre del 2000, los peticionarios manifestaron a la CIDH su voluntad de someterse al procedimiento de solución amistosa.  

5. Además, la Comisión recibió comunicación de los peticionarios en las siguientes fechas: 27 de noviembre del 2000; 2 y 15 de marzo de 2001; 5, 10 y 16 de julio de 2001; 10 y 16 de agosto de 2001; 4 y 13 de septiembre de 2001; 15 de noviembre de 2001; 12 de marzo de 2002; 7 de mayo de 2002; 8 de agosto de 2002; 31 de agosto de 2004; 20 de septiembre de 2004 y 3 de mayo de 2007; las que fueron debidamente trasladadas al Estado.

6. Por otra parte, la CIDH recibió comunicaciones del Estado en las siguientes fechas: 15 de diciembre del 2000, 12 y 18 de abril de 2001, 24 de octubre de 2001, 14 y 15 de noviembre de 2001, 22 de marzo de 2002, 4 de abril de 2002, 17 de julio de 2002, 7 y 28 de septiembre de 2004 y 15 de diciembre de 2004; las que fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

7. El 15 de noviembre de 2001, se celebró una reunión de trabajo entre las partes en la sede de la OEA. Asimismo, la Comisión convocó a las dos partes para la celebración de una reunión de trabajo, en el marco de sus períodos de sesiones, en las siguientes fechas: 26 de octubre de 2004 y 19 de octubre de 2005. Asimismo, se realizaron reuniones de trabajo en Buenos Aires el 3 de diciembre de 2004 y el 5 de diciembre de 2006.
8. El 5 de diciembre de 2006, la CIDH recibió un documento que contiene el acuerdo de solución amistosa, suscrito el 05 de diciembre de 2006, por una parte por el peticionario, Dr. Carlos Varela Álvarez; y por otra parte por el Gobierno de la República Argentina, representado por el Asesor de Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Cardozo y la Directora Nacional de Asuntos Internacionales de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, Dra. Andrea Gualde; y el Gobierno de la Provincia de Mendoza, representado por el Subsecretario de Justicia, Dr. Gustavo Castiñeira de Dios. Dicho acuerdo fue aprobado mediante Decreto del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Mendoza N° 1.107/2007 del 24 de mayo de 2007, el cual fue ratificado mediante Ley N° 7.710 el 30 de mayo de 2007.
III. LOS HECHOS
9. Los peticionarios señalaron que el 27 de julio de 1990, la presunta víctima fue detenida y su hogar allanado por policías de la Provincia de Mendoza como parte de una investigación sobre los ilícitos de robo agravado, violación agravada y tentativa de homicidio. Tanto la detención como el allanamiento fueron presuntamente ilegales, pues sostuvieron que no habría mediado autorización judicial para su realización. La presunta víctima estuvo inicialmente retenida por la compañía motorizada y luego por la dirección de investigaciones de la policía provincial, siendo luego conducida a la sede del octavo juzgado de instrucción, que recién entonces habría asumido jurisdicción sobre la detención. Finalmente, la presunta víctima fue trasladada a la Comisaría 17 de Lavalle. Asimismo, los peticionarios indicaron que, mientras el Sr. Gómez Yardez permaneció bajo custodia policial habría sido brutalmente torturado durante 10 días.
10. Los peticionarios afirmaron que el dictamen de la tercera fiscalía de instrucción de la primera circunscripción judicial, fechado el 16 de abril de 1996, da cuenta que la presunta víctima sufrió entre otras torturas, la simulación de fusilamiento, patadas, “submarino” y la aplicación de corriente eléctrica en diversas partes del cuerpo. Agregaron que en tales circunstancias, la presunta víctima fue revisada por el Dr. Armando Esponda, a quién le pidió remedios y analgésicos que no le fueron proporcionados.  

11. Los peticionarios alegaron que cuando la presunta víctima compareció nuevamente ante el juez, se le determinaron lesiones de distinta magnitud, que motivaron su internación en el Hospital Lagomaggiore y la realización de una biopsia en el escroto, para determinar si se habría aplicado corriente eléctrica. Según los peticionarios, la biopsia se perdió en alguna de las dependencias del Estado, como luego se perderían los libros de guardia y novedades de la Comisaría de Lavalle. 
12. Los peticionarios señalaron que la presunta víctima denunció las torturas el 6 de septiembre de 1990, a pocas semanas de producidas. El octavo juzgado de instrucción abrió proceso penal contra el subcomisario Enrique Funes por apremios ilegales. Posteriormente, el 21 de diciembre de 1992, el juez modificó la calificación legal por la del delito de torturas y comprendió en la instrucción a nueve funcionarios policiales. Los defensores de los inculpados plantearon un incidente de nulidad ante la Cuarta Cámara del Crimen, instancia que declaró la nulidad del decreto modificatorio y ampliatorio, además de decretar la remisión del expediente al primer juzgado de instrucción de la primera circunscripción judicial. La  jueza a cargo de éste se inhibió, hecho que ocasionaría que el expediente fuera transferido al Segundo Juzgado de Instrucción.
13. Los peticionarios indicaron que el 7 de noviembre de 1994, el Segundo Juzgado de Instrucción dictó auto de procesamiento, comprendiendo a diecinueve funcionarios policiales como autores del delito de tortura, partícipes primario y secundario del delito de torturas, autores del delito de apremios ilegales o autores del delito de omisión de denunciar torturas.
14. El 26 de agosto de 1995, el Segundo Juzgado de Instrucción falló declarando el sobreseimiento de los once inculpados por el supuesto ilícito de omisión de denunciar torturas; por estimar que se habría alcanzado el plazo de prescripción de la acción penal. Contra ese fallo, los peticionarios presentaron un incidente de nulidad, argumentando falta de fundamentación suficiente con fecha 11 de septiembre de 1995. La jueza titular del Segundo Juzgado de Instrucción rechazó el incidente el día 21 de septiembre de 1995. Los peticionarios apelaron ante la Cuarta Cámara del Crimen, la cual rechazó el recurso el 23 de noviembre del mismo año. Los peticionarios interpusieron entonces un recurso de Casación ante la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Mendoza, que fue rechazado el 5 de febrero de 1997. 

15. La causa contra los supuestos autores del delito de tortura culminó con el fallo absolutorio, emitido por la Cuarta Cámara del Crimen con fecha 21 de septiembre de 1998, basado en la falta de pruebas. El fiscal de cámara solicitó en su alegato la absolución de los inculpados, contradiciendo así lo expresado por la Tercera Fiscalía de Instrucción en su dictamen del 16 abril de 1996. El proceso penal duró ocho años y un mes, aproximadamente, desde la fecha en que la presunta víctima habría denunciado ante las autoridades competentes haber sido objeto de torturas. 

16. En la fundamentación del fallo absolutorio emitido por la Cuarta Cámara del Crimen, se expone: 

 
…como nunca antes en este tribunal, en el sub judice se ha llegado a la etapa de plenario luego de más de siete años de investigación preparatoria. Tal circunstancia, por sí sola, configura ya una situación que atenta contra las posibilidades de un plenario que permita arribar con facilidad a conclusiones certeras. […] sumada a esa excesiva demora en la instrucción han quedado claras constancias de una serie de errores, irregularidades y violaciones de normas procesales que han entorpecido el desarrollo del proceso y la búsqueda de la verdad real… Además se han producido pruebas esenciales, tales como los reconocimientos de fs. 137/139, los que han debido ser declarados también nulos […] por haberse incurrido en flagrante violación de normas garantizadoras de derechos individuales.- Amén de ello, en numerosos reconocimientos practicados como medidas probatorias durante la etapa instructoria, se han producido irregularidades que, si bien no han generado nulidades, demuestran que los reconocimientos han sido practicado en condiciones tales que les restan parte de su credibilidad [por ejemplo, las ruedas de reconocimiento o line-up]. […] La pérdida de material probatorio también constituye otra circunstancia que conspira contra la posibilidad de un proceso normalmente desarrollado […].

17. Los peticionarios señalaron que, luego de que la presunta víctima permaneciera 13 meses detenida en la penitenciaría provincial, la jueza del Primer Juzgado de Instrucción decretó su sobreseimiento respecto de su participación en los hechos ilícitos que le fueron imputados, por falta de pruebas. 
18. Los peticionarios sostuvieron que la presunta víctima habría sufrido la violación de los derechos protegidos por la Convención en los artículos 8(1), 24 y 25 en relación con la obligación de respetar prevista en el artículo 1(1) del mismo tratado.
IV. SOLUCIÓN AMISTOSA

19.  El 18 de septiembre de 2000, el peticionario informó que el señor Mario Humberto Gómez Yardez falleció el 10 de julio de 2000. No obstante, Gloria Álvarez, esposa de la presunta víctima, autorizó al peticionario para continuar en su representación y en la de su hija con el proceso internacional. 
 

20. El 5 de diciembre de 2006, el peticionario, Dr. Carlos Varela Álvarez; el Gobierno de la República Argentina, representado por el Asesor de Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Cardozo y la Directora Nacional de Asuntos Internacionales de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, Dra. Andrea Gualde; y el Gobierno de la Provincia de Mendoza, representado por el Subsecretario de Justicia, Dr. Gustavo Castiñeira de Dios, suscribieron un acuerdo, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

En la sede del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, a los 5 días del mes de diciembre de 2006, se encuentran reunidas las partes en el caso No 11.796 del registro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos – Mario H. Gómez Yardez – el peticionario, Dr. Carlos Varela Álvarez, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, representada por el Comisionado Florentín Meléndez; el  Gobierno de la República Argentina, representado por el Asesor de Gabinete del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, Dr. Jorge Cardozo y la Directora Nacional de Asuntos Internacionales de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, Dra. Andrea Gualde y el Gobierno de la Provincia de Mendoza, representado por el Subsecretario de Justicia, Dr. Gustavo Castiñeira de Dios

Finalizadas las deliberaciones, las partes dejan constancia de lo siguiente:

1. Que el peticionario y el Gobierno de la Provincia de Mendoza se comprometen a suscribir un acuerdo de Solución Amistosa que contiene el reconocimiento de responsabilidad del Estado en la presente causa, la conformación de un Tribunal Arbitral Ad Hoc para la determinación de las reparaciones, medidas de no repetición e indemnizaciones.

2. El peticionario y el Gobierno de la Provincia de Mendoza se comprometen a remitir al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, en el plazo de no más de 5 días hábiles el Acuerdo de referencia, con la conformación y Reglamento del Tribunal Arbitral a fin de que sea remitido a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a los fines de su homologación.

3. El Gobierno de la Provincia de Mendoza se reserva el derecho de remitir a la Legislatura Provincial el Acuerdo de referencia homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a fin de su Aprobación.

Observaciones:

Los firmantes entienden que la participación del Gobierno de la República Argentina en este acto, se circunscribe a la elaboración de un proyecto de acuerdo preparatorio, tendiente a lograr los consensos necesarios  para alcanzar una solución amistosa en el caso.

Los puntos sobre los que se acuerde continuar trabajando en este acto no deben ni pueden ser interpretados como la voluntad final de la República ce Argentina, la que sólo se manifestará en el acuerdo final de solución amistosa, el que será suscripto por la autoridad competente al efecto, y debidamente aprobado por el Poder Ejecutivo Nacional.

Las manifestaciones de los peticionarios que eventualmente estén contenidas este documento deben ser entendidas a título individual, sin que pueda interpretarse conformidad y/o aquiescencia al respecto por parte del Estado argentino.

20. El 2 de marzo de 2007, el Tribunal Arbitral Ad Hoc integrado por Susana Albanese, Aída Kemelmajer de Carlucci y José L. Sabatini decidió fijar como indemnización por los hechos del caso la suma de 110.000 pesos.

21. El 24 de mayo de 2007, el Gobierno de la Provincia de Mendoza publicó el Decreto 1107, que contiene el acuerdo de solución amistosa entre las partes, en el cual se establece lo siguiente:
Decreto 1107 de 2007
Visto la causa N˚ 11.796 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos caratulada “Mario Gómez Yardez vs. Argentina” y el expediente N˚932-S-2007-00100 originario del Ministerio de Gobierno, caratulado Subsecretaria de Justicia, REF/CASO N˚ 11796, YARDEZ MARIO GOMEZ; y 

CONSIDERANDO:

Que por Acta de día 05 de diciembre de 2006 el Gobierno de la Provincia se comprometió a suscribir un acuerdo de solución amistosa que contuviera el reconocimiento de responsabilidad del Estado en el caso de referencia, la conformación de un Tribunal Arbitral Ad Hoc para la determinación de las reparaciones, medidas de no repetición e indemnizaciones;
Que dicha Acta se firmó por sugerencia del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación;

Que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos así como la Corte Interamericana de Derechos Humanos tienen competencia para entender en casos de presunta violación de derechos humanos, de acuerdo a la Ley 23.054 que ratificó la Convención Americana de Derechos Humanos en el año 1984;

Que la Convención fue incorporada en el año 1994 a la Constitución Nacional en el Artículo 75˚ inc. 22;

Que las condenas por violaciones a los derechos humanos en el ámbito Provincial que la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos le ha impuesto a nuestro país con anterioridad han perjudicado económicamente y han afectado negativamente la imagen y la credibilidad internacional de la Provincia de Mendoza y de la República de Argentina;

Que este tipo de casos reviste particular especificidad por su naturaleza y por el ámbito de su resolución, dado que se trata de casos de Derecho Público Internacional de los Derechos Humanos y es de vital importancia que el Estado Provincial asuma esto en su total magnitud;

Que la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, en su artículo 48˚inc. F. contempla la posibilidad de llegar a un acuerdo de solución amistosa que permitiría evitar la condena internacional a la Argentina;

Que se ha dado cumplimiento al procedimiento administrativo especificado por las Actas del 21 de diciembre de 2006 y 30 de enero de 2007;

Que obran dictámenes de la Comisión Asesora a fs. 36/42 del Departamento Jurídico del Ministerio de Gobierno a fs. 48/50; de Fiscalía de Estado a fs. 51/52 en el que se expresa la conveniencia de aceptar el dictamen de la Comisión Asesora y que se proceda al pago de las sumas de dinero propuestas, considerando que dicho pago debe ser aprobado por la H. Legislatura conforme lo establece el Artículo 99˚inc.4. de la Constitución de Mendoza;
Que resulta necesario darle entidad jurídica a la representación de la Provincia como así también a los efectos del dictamen de la Comisión Asesora;

Que es conveniente para el erario Provincial establecer una forma de transacción extrajudicial conforme lo sugerido; y 

Que la promoción y defensa de los derechos humanos en el ámbito Provincial es una tarea fundamental e indelegable del Estado. 

Por ello,

El 

GOBERNADOR DE LA PROVINCIA 

DECRETA:

Artículo 1˚ Apruébase lo resuelto por la Comisión Asesora designada de acuerdo al Acta sobre gestión de solución amistosa causa N˚11796 de la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, caratulada “Mario Gómez Yardez v.s Arentina”, integrada por los doctores: Susana Albanese, Aida Kemelmajer de Carlucchi y José L. Sabatini, que obra a fojas 36/42 del Expediente N˚932-S-2007-00100 originario del Ministerio de Gobierno, caratulado SUBSECRETARIA DE JUSTICIA, REF/CASO N˚ 11796, YARDEZ MARIO GOMEZ”  y que en copia certificada, como Anexo es parte integrante del presente decreto.
Artículo 2˚ Autorícese el pago de la suma total de PESOS CIENTO DIEZ MIL ($110.000) que comprende:

a) Una indemnización de PESOS SETENTA MIL (70.000), a favor de las menores Natalia Carolina Gómez Álvarez y Tamara Andrea Fernández, en su carácter de únicas y universales herederas del señor Mario Gómez Yardez, en un 50% (cincuenta por ciento) para cada una. Esta suma deberá ser depositada a la orden del Juez de Familia en su turno;

b) La suma de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000), en concepto de costas efectuadas con motivos de los procesos internos e internacional;
c) La suma de PESOS TREINTA MIL ($ 30.000) correspondientes a honorarios profesionales de los abogados Carlos Varela Álvarez y Diego Jorge Lavado;

Artículo 3˚ Solicítese al Estado Nacional que, en cumplimiento del expreso mandato contenido en los Artículos 99 inc. 11 y 126 de la Constitución Nacional y en orden a lo dispuesto por el Artículo 28 de la Convención Americana de Derechos Humanos, eleve el presente Acuerdo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a los fines de su aprobación mediante el informe previsto en el Artículo 49 de la citada Convención.

Artículo 4˚  Establézcase que el pago de los montos indicados en el artículo 2˚ del presente decreto se efectuará, una vez obtenido el referéndum legislativo, mediante la emisión del acto administrativo correspondiente de conformidad a la legislación aplicable.
Artículo 5˚ El presente decreto se dicta ad referéndum de la H. Legislatura.

Artículo 6˚ Comuníquese, publíquese, dese al Registro Oficial y Archívese.

22. El 22 de junio de 2007, se publicó la ley 7.710 mediante la cual la legislatura de la Provincia de Mendoza refrendó el acuerdo previsto en el decreto 1107 de 2007.


V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

 

23. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite, expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención, en virtud del principio pacta sunt servanda. También, desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención, permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes. 
24. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso. La Comisión valora altamente los esfuerzos desplegados por las partes para lograr esta solución y declara que el mismo resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.
 


VI.
CONCLUSIONES

25. 
Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso basado en el objeto y fin de la Convención Americana.

26. 
En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

 

 LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:

 

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 5 de diciembre de 2006.

 

2.
Continuar con el seguimiento y la supervisión de todos y cada uno de los puntos del acuerdo amistoso, y en este contexto, recordar a las partes, su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre el cumplimiento del presente arreglo amistoso.

3.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe anual a la Asamblea General de la OEA.

 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
